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EJECUTIVO / NEGOCIO CAUSAL / LEASING / HURTO VOLQUETA / REVOCA Y ORDENA SEGUIR CON LA EJECUCIÓN - En razón a que acudió la demandante al ejercicio de la acción cambiaria, derivada de ese título valor, el demandado estaba autorizado para plantear las  excepciones derivadas del negocio jurídico que dio origen a su creación, contra el demandante que fue parte en él, de acuerdo con el numeral 12, artículo 784 del Código de Comercio. Así lo explica el Dr. Hildebrando Leal Pérez en su obra “La Acción Cambiaria y sus Excepciones”. Editorial Leyer, página 81: 

“…El derecho cambiario parte del supuesto de que todo título  valor se crea en virtud de una relación jurídica anterior: Se crean o emiten títulos valores para pagar un precio, un servicio, unos honorarios, una comisión, una donación, etc. Ese negocio anterior o previo es el que motiva la emisión del título, es lo que en la doctrina se conoce con el nombre de negocio causal, relación o negocio subyacente. 

El derecho cambiario no niega que los títulos valores tengan una causa, el problema que se trata de resolver es la medida, la forma en que esa causa sigue influyendo en la vida del título. Alrededor del problema varias posiciones han sido expuestas. Sin entrar a exponer las diversas teorías, bástenos afirmar que el Código de Comercio consagró una posición intermedia, al distinguir entre las personas que fueron parte en el negocio causal y entre quienes no lo fueron, sentando la siguiente regla: En la medida en que el conflicto cambiario, es decir, la acción de cobro del título valor, se suscite entre las mismas partes que intervinieron en el negocio causal, podrá la parte demandada enfrentarle, a quien cobra el título valor, las excepciones derivadas del negocio causal (por ejemplo una ineficacia, nulidad, incumplimiento, etc.)…”.

(…)

Surge de tales pruebas que el demandado dejó de atender el pago de las obligaciones a su cargo, una vez se produjo el hurto de la volqueta objeto del contrato de arrendamiento financiero.

En los contratos, incluidos los de arrendamiento financiero leasing, prima la voluntad de las partes, sin que alguna pueda desconocer los términos del pacto, fin este que solo puede alcanzarse con el acuerdo de quienes lo suscribieron, o cuando por causas legales se declare su resolución o anulación. En consecuencia, mientras no se produzca alguna de tales situaciones, quienes concurrieron a su celebración deben cumplirlo en los términos convenidos. Así se rinde tributo al artículo 1602 del Código Civil, según el cual, “Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales”.  

De acuerdo con ese precepto, el vínculo que nace de la voluntad de las partes, impide que una de ellas pueda desconocer válidamente los términos del pacto. Por tanto, como el contrato que suscribió con la sociedad demandante no ha sido resuelto y tampoco anulado, no podía el ejecutado dejar de pagar el valor de la renta con los argumentos de que el vehículo que recibió de la entidad demandante fue objeto de un ilícito, pues en tal evento le corresponde responder por los costos de reposición por pérdida, como se convino en el numeral 14 literal b) del respectivo convenio, así la compañía con la que suscribió el contrato de seguro para protegerlo del riesgo de hurto hubiese objetado la reclamación, lo que también se convino, como puede leerse en el numeral 17 del documento mencionado.

Y en esas condiciones, también estaba facultada la entidad demandante para llenar el pagaré que en blanco suscribió el demandado, de acuerdo con el numeral 11 del contrato a que tantas veces se ha hecho referencia, en el que se acordó que serviría como garantía para el pago de los cánones o los gastos que de acuerdo con ese contrato estén a cargo del locatario. Este, de otro lado, no discutió que se hubiese llenado con desconocimiento de las instrucciones otorgadas.

Por tanto, ninguna de las excepciones propuestas por el demandado, que como se vio se fundamentaron en unos mismos hechos, estaba llamada a prosperar.
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HECHOS: El demandado suscribió el pagaré No. 130017, por valor de $173.269.062, a favor de la demandada, para cancelar el 26 de febrero de 2014; se pactaron intereses moratorios a la tasa máxima legal sobre $170.156.688; ese pagaré contiene una obligación clara, expresa y actualmente exigible; el demandado no ha pagado en todo ni en parte el importe del título valor.

PRETENSIONES: Se libre orden de pago en favor del demandante y a cargo del demandado por la suma adeudada y sus intereses moratorios sobre $170.156.688. 

MANDAMIENTO DE PAGO: Se libró el 31 de marzo de 2014, en la forma solicitada.

PRONUNCIAMIENTO DE LA PARTE DEMANDADA: Por medio de su apoderado se pronunció sobre los hechos de la demanda.  Alegó que el pagaré lo suscribió en blanco para garantizar el contrato de arrendamiento financiero leasing 130017 y al llenarse, se violaron las “condiciones propias del mismo”, de ahí que no contiene obligaciones claras, expresas y exigibles. Propuso como excepciones las de cobro de lo no debido; el negocio u origen fundamental del título valor; falta de causa para demandar; inexistencia de la obligación objeto de recaudo judicial y ausencia de requisitos del título valor para su exigibilidad.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 27 de marzo de 2017. En ella se declararon probadas las excepciones de “el negocio u origen fundamental del título valor” y “ausencia de requisitos formales del título valor”; se negaron las pretensiones de la demanda y se ordenó cesar la ejecución; se levantaron las medidas previas cautelares y se condenó en costas a la demandante.

En síntesis, dijo que se está frente a un título ejecutivo complejo, pues hace parte de un contrato financiero de leasing, sobre una volqueta, hecho del que dieron cuenta ambas partes, y por eso, se ha debido aportar la factura de adquisición del vehículo, el pagaré y el anexo de iniciación del plazo, de acuerdo con la cláusula No. 32 del contrato de leasing; además, en la cláusula 30 se dice que ese contrato presta mérito ejecutivo. Aduce que los documentos que considera ausentes eran necesarios para establecer  “si tiene mérito ejecutivo” y si los montos por los que se “ejecutaban” eran realmente las sumas adeudadas por cánones de arrendamiento  dejados de pagar, pues entre las partes existió una negociación que fue la génesis del pagaré, que contiene fechas de las cuotas, forma de pago, sanciones respecto al incumplimiento etc., que se hacen necesarias para determinar qué tan clara, expresa y exigible es la obligación que tiene como fundamento el referido contrato.
APELACIÓN: El apoderado de la demandante, inconforme con el fallo lo impugnó. Los reparos fueron los siguientes: 1) defecto sustantivo porque: a) la sentencia desconoce derechos sustanciales de la demandante, porque su derecho está contenido en un título valor autónomo, que es desechado con la teoría del título complejo; b) la voluntad de las partes, contenida en el contrato de arrendamiento financiero, fue desconocida por el juzgado; c) también las normas del CCo que rigen los títulos valores, los contratos comerciales y las obligaciones de los contratantes; 2) defecto procedimental por incongruencia: a) se incluyó como punto nuevo el título complejo; b) no se analizaron los alegatos que presentó; c) se declaran probadas excepciones, cuyos fundamentos son disímiles a lo argumentado por la a quo; d) la defensa del demandado se fundamentó en la existencia del contrato de leasing y en su interrupción, sin que desconociera la vinculación con la demandante, ni la falta de pago de los cánones, ni la existencia del pagaré; sin embargo, se desconoce en la sentencia la existencia del contrato, la validez del título valor y la acción cambiaria derivada del pagaré y e) es excesiva la condena en costas; 3. Defecto procedimental: por exceso de ritual manifiesto, al exigirse un nuevo requisito al ejercicio de la acción cambiaria; 4. Defecto fáctico: a) no se valoraron todas las pruebas practicadas; b) no se motivó el fallo en cuanto al valor que se daba a las pruebas que obran en el proceso; 5. Falta de motivación, porque se fundamentó el fallo en la teoría del título complejo y 6. Vulneración directa de derechos constitucionales: a) al fundarse en una supuesta ausencia del título valor por estar incompleto; b) de haber sido así, ha debido ejercer sus facultades oficiosas y decretar pruebas de oficio.
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA: 
Se declara abierta la audiencia en la que se pronunciará el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado judicial de la parte demandante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 27 de marzo de 2017, en este proceso ejecutivo que Leasing Bancolombia SA CIA de Financiamiento inició frente al señor Germán Darío Cadavid Muñoz.

CONSIDERACIONES
1. Los presupuestos procesales concurren todos y no se advierte irregularidad alguna que haga írrito lo actuado. 
2. Considera la Sala necesario empezar por analizar si del título valor aportado como recaudo ejecutivo se puede predicar que contiene una obligación clara, expresa y actualmente exigible, que provenga del deudor y constituya plena prueba contra él, para que pueda demandarse ejecutivamente como lo ordenaba el artículo 488 del CPC vigente para cuando se instauró la acción y lo exige en la actualidad el 422 del CGP.
3. La funcionaria de primera instancia consideró que no, porque se estaba frente a un título complejo. Explicó que el pagaré aportado como título ejecutivo tuvo su génesis en un contrato de arrendamiento financiero y por ello resultaba menester aportarlo; también el anexo de iniciación del plazo, tal como se deduce de la cláusula número 32, de la Parte I Condiciones Generales de ese contrato, según el cual todos ellos forman parte integrante del mismo, y porque en la cláusula 30 se manifestó que prestaba mérito ejecutivo para el cumplimiento de las obligaciones de dar, hacer o no hacer que de él se deriven. 
Con fundamento en esos argumentos, declaró probadas las excepciones de fondo que denominó el demandado “el negocio u origen fundamental del título valor” y “ausencia de requisitos formales del título valor”, sustentadas en los argumentos que más adelante se resumirán y en la circunstancia de no ser el pagaré base de la ejecución un documento del que se deduzca una obligación clara y expresa.

4. El Título III del CCo que regula lo relacionado con los títulos valores, los define en el artículo 619 como los documentos necesarios para legitimar el derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora; el 620 dice que los documentos a que se refiere ese título, solo producen los efectos en él previstos cuando contengan las menciones y llenen los requisitos que la ley señale, salvo que ella los presuma; el 621 enlista como requisitos  generales de los títulos valores, la mención del derecho que en el título se incorpora y la firma de quien lo crea, y el 671 dice que son requisitos que debe contener el pagaré: la promesa incondicional de pagar una suma determinada de dinero; el nombre de la persona a quien deba hacerse el pago; la indicación de ser pagadero a la orden o al portador y la forma de vencimiento.
5. El título valor que le sirve de fundamento a esta ejecución reúne los requisitos a que se refieren las normas citadas, pues se trata de un pagaré, distinguido con el No. 130017, por medio del cual el señor Germán Darío Cadavid Muñoz se comprometió a pagar a Leasing Bancolombia S.A. Compañía de Financiamiento, la suma de $173.469.062, el 26 de febrero de 2014.
Es decir, satisface los requisitos de los títulos valores en general y del pagaré en particular y de él, además, se desprende la existencia de una obligación clara, expresa y exigible a cargo del deudor, que constituye plena prueba contra él, sin que se requiera de ningún otro documento para que preste mérito ejecutivo, pues dada la naturaleza especial de aquella clase de documentos, de acuerdo con los principios que los caracterizan, de su tenor literal deben inferirse las obligaciones que en ellos se incorporan, sin que se requiera acudir a otras pruebas para establecerlas. Por tanto, sí presta mérito ejecutivo.  

En esas condiciones, ha de revocarse el ordinal primero del fallo que se revisa, en cuanto declaró probadas las excepciones atrás referidas, con fundamento en un mismo argumento: no reunir el pagaré aportado con la demanda los requisitos para ser un título ejecutivo.
6. Para la Sala no tienen acogida los razonamientos del juzgado de primera sede, pues aunque en las condiciones generales del contrato de arrendamiento financiero leasing suscrito por las partes, que obra a folios 60 a 68 del cuaderno principal, en el numeral 30 se lee que  aceptan que ese contrato presta mérito ejecutivo para la exigencia judicial del cumplimiento de todas, alguna o algunas de las obligaciones de dar, hacer o no hacer que de él se deriven, y en el 32 se indica que forman parte de ese contrato la factura de adquisición del bien, el pagaré en blanco con carta de instrucciones y el anexo de iniciación de plazo, tales condiciones son para el contrato de  leasing, mas no para el pagaré que se aportó como fundamento de la ejecución, el que, como se ha dicho, no requiere de otra prueba para que preste mérito ejecutivo.
7. Es del caso entonces analizar ahora, si las demás excepciones propuestas por el demandado están llamadas a prosperar.

Las denominó “cobro de lo no debido”, “falta de causa para demandar” e “inexistencia de la obligación objeto de recaudo judicial”; se sustentaron prácticamente en unos mismos hechos, los que a continuación se resumen. Estos, también sirvieron al ejecutado para edificar las excepciones que declaró probadas el juzgado de primera sede, las de “el negocio u origen fundamental del título valor” y “ausencia de requisitos formales del título valor”.
Relató que el 23 de noviembre de 2011 celebró con la demandante el contrato de leasing No. 130017, que recayó sobre una volqueta de placas WL 007, por valor de $214.484,065; se pactó un canon inicial de $40.000.000 y sesenta cuotas mensuales; como garantía del pago firmó el pagaré por el que se le ejecuta. En el mes de marzo de 2013, el referido vehículo, de propiedad de la actora, fue objeto de hurto en la ciudad de Bogotá, cuando prestaba servicios para terceras personas vinculadas con trabajos en el aeropuerto de Palestina, Caldas, hecho del que conoce la Fiscalía 9 Seccional de Manizales.

Agregó que en cumplimiento del contrato de leasing, obtuvo un seguro obligatorio con la compañía Allianz para proteger ese bien, entre otros riesgos, por la pérdida parcial o total, contenido en la póliza 21227107, del que resulta beneficiaria la empresa accionante y se encontraba vigente para la fecha en que se produjo el hurto; al hacer el oportuno reclamo, la  compañía de seguros se negó a reconocer la indemnización porque esa pérdida se produjo por el ilícito de abuso de confianza, que no era un riesgo asumido por ellos.

La Secretaría de Tránsito de Santa Rosa de Cabal, dice, certificó que el referido bien fue traspasado por Leasing Bancolombia SA Compañía de Financiamiento Comercial a la señora María Orozco Cardona, antes del hurto y para pagar el valor del seguro, se le exige que en el certificado de tradición aparezca “el nombre del titular”. La Fiscalía General de la Nación no ha definido la cuestión, a pesar del trámite que al efecto se ha adelantado con el fin de anular la transferencia.

Adujo que tomó la determinación de suspender el cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de leasing mientras obtenía         resultados de la Fiscalía, que no dependen de él; de haberse producido,  la compañía de seguros hubiese pagado el valor del siniestro e indemnizado y cancelado la obligación comercial a su cargo.

No hizo el pago por hechos ajenos a su voluntad y en los que está involucrada la parte ejecutante, ya que por la negligencia en el control de sus bienes, dio lugar a que un tercero traspasara el referido vehículo que luego fue objeto de un delito de hurto, entonces se le cobra lo no debido; además, el pagaré no se suscribió de manera autónoma, pues existe un contrato de leasing financiero, que en la actualidad está sometido a controversia jurídica, “que por demás corre la suerte de la obligación principal”. También dijo que “llenar los espacios en blanco no constituye un acto propio del demandante, facultado de manera libre por el ejecutado, ya que el pago no dependía de su voluntad, sino a hechos ajenos a las partes”
8. La sociedad demandante se pronunció sobre tales excepciones dentro de la oportunidad que para el efecto se le concedió. En síntesis dijo que el demandado, como arrendatario del contrato de leasing, es el responsable del uso, cuidado y mantenimiento del bien que con esa calidad recibió y por ello, no podía incumplir las obligaciones que adquirió con el arrendador; que además desconoció la que le impedía subarrendar el vehículo y cambiar el lugar de operación, pues el vehículo fue hurtado en la ciudad de Bogotá; es responsable también de su transferencia a un tercero, sin la aquiescencia del propietario, pues para ese trámite se requieren improntas que no pueden ser tomadas sino del vehículo mismo y por tanto, incurrió en culpa grave; si por aquella razón se rechazó el pago del seguro por hurto, tal circunstancia solo puede endilgársele al mismo señor, sin que por ende se libere de  responsabilidad; sin embargo, lo que motivó esa determinación por parte de la compañía aseguradora fue que la imputación penal se tipificó como abuso de confianza y no como hurto y la primera no fue un riesgo asegurado.

Agregó que el demandado de manera autónoma decidió suspender el pago de las obligaciones del contrato de leasing y así lo incumplió sin justa causa, motivo por el cual se inició el proceso ejecutivo y se llenó el pagaré con fundamento en las cláusulas contractuales y las instrucciones otorgadas; pretende el mismo señor que sea la entidad demandante la que soporte la pérdida del activo y el no pago de los cánones de arrendamiento, cuando es el responsable de su custodia, permite que se extravíe y se traspase ilegalmente, lo que impide al seguro pagar la póliza. Agrega que estaban facultados para llenar el pagaré frente al incumplimiento en el pago oportuno de los cánones, incluso en los casos de pérdida, destrucción, o desuso temporal o definitivo del bien dado en arrendamiento, con independencia de las razones personales del deudor; además, el contrato y el pagaré son autónomos y la ejecutante declaró la terminación unilateral anticipada y por justa causa del contrato de leasing. 

Dice además que con independencia de que la compañía de seguros cancele el siniestro de hurto, o exista o no el presente proceso ejecutivo, está obligado a pagar los cánones de arrendamiento y a restituir el vehículo que recibió, en las mismas condiciones que le fue entregado, o en su defecto pagar su valor, de acuerdo con la cláusula del contrato que transcribe, sin citar su número, pero el deudor quiere desconocer el contenido de ese convenio bajo la excusa de unos hechos presuntamente delictivos por parte de terceros, que lo afectan a él, mas no a la demandante.
9. De acuerdo con los hechos en que se sustentaron las excepciones de fondo y las respuestas que a las mismas se dieron, surge evidente que entre las partes en este proceso existe un contrato de arrendamiento financiero, el que dio origen a la suscripción de un pagaré en blanco, el que luego de llenado se aportó como recaudo ejecutivo, en el que se da cuenta de ese mismo negocio causal.

En razón a que acudió la demandante al ejercicio de la acción cambiaria, derivada de ese título valor, el demandado estaba autorizado para plantear las  excepciones derivadas del negocio jurídico que dio origen a su creación, contra el demandante que fue parte en él, de acuerdo con el numeral 12, artículo 784 del Código de Comercio. Así lo explica el Dr. Hildebrando Leal Pérez en su obra “La Acción Cambiaria y sus Excepciones”. Editorial Leyer, página 81: 
“…El derecho cambiario parte del supuesto de que todo título  valor se crea en virtud de una relación jurídica anterior: Se crean o emiten títulos valores para pagar un precio, un servicio, unos honorarios, una comisión, una donación, etc. Ese negocio anterior o previo es el que motiva la emisión del título, es lo que en la doctrina se conoce con el nombre de negocio causal, relación o negocio subyacente. 
El derecho cambiario no niega que los títulos valores tengan una causa, el problema que se trata de resolver es la medida, la forma en que esa causa sigue influyendo en la vida del título. Alrededor del problema varias posiciones han sido expuestas. Sin entrar a exponer las diversas teorías, bástenos afirmar que el Código de Comercio consagró una posición intermedia, al distinguir entre las personas que fueron parte en el negocio causal y entre quienes no lo fueron, sentando la siguiente regla: En la medida en que el conflicto cambiario, es decir, la acción de cobro del título valor, se suscite entre las mismas partes que intervinieron en el negocio causal, podrá la parte demandada enfrentarle, a quien cobra el título valor, las excepciones derivadas del negocio causal (por ejemplo una ineficacia, nulidad, incumplimiento, etc.)…”.
Como todas las excepciones propuestas se sustentan en un negocio subyacente y casi en un unos mismos hechos, se analizarán de manera conjunta. 

10. Los documentos incorporados a la actuación, demuestran los siguientes hechos: 

10.1 La existencia del contrato de arrendamiento financiero leasing que celebraron las partes enfrentadas en este asunto, del que además dan cuenta los documentos que obran a folios 24 a 29 y 60 a 68 del cuaderno principal, por medio del cual Leasing Bancolombia entregó al señor Germán Darío Cadavid Muñoz, en su calidad de locatario, la volqueta marca International, modelo 2012, color blanco de placa WLC007, por valor de $214.484.065. El canon inicial se pactó en $40.000.000; el plazo, en sesenta meses, desde el 23 de noviembre de 2011. La opción de compra se estableció en $1.774.841 y la fecha de su pago el 23 de noviembre de 2016.  

Entre las principales obligaciones para el locatario, en el numeral 14, literal b, se impuso la de responder por los costos de reposición por pérdida, destrucción, daño irreparable o delitos contra la propiedad; en el 17, la de contratar y mantener siempre vigentes durante toda la vida del contrato, las pólizas para la debida protección del bien; también que el beneficiario único de las pólizas debe ser Leasing de Colombia y que si la aseguradora no estuviere  obligada a pagar el valor de las pérdidas o daños u objetare la reclamación, la reposición o recuperación del bien, estará totalmente a cargo del locatario. 
10.2 El demandado denunció el hurto del vehículo objeto del contrato de arrendamiento financiero leasing, ante la Policía Metropolitana de Pereira, el 4 de abril de 2013 (folios 36 a 38, cuaderno 1).

10.3 El Fiscal Noveno Delegado ante los Juzgados Penales del Circuito de Manizales adelanta la indagación penal, por el delito de hurto calificado agravado, cometido el 18 de marzo de 2013 (folio 42, C 1). 
10.4 El demandado, como tomador, adquirió un seguro que, de acuerdo con la póliza aportada, protegía, entre otros riesgos, el hurto del vehículo objeto del contrato de leasing, desde el 18 de enero de 2013 hasta el 31 de diciembre del mismo año, adquirido con la empresa Allianz y en el que aparece como asegurado principal Leasing Bancolombia SA CF (folios 69 a 71, C 1).
10.5 El Gerente de Indemnizaciones Autos, Vicepresidente de Indemnizaciones de la empresa Allianz Seguros SA, informó a las partes en este asunto, mediante oficio del 31 de mayo de 2013, que los hechos denunciados penalmente, por la pérdida de la volqueta, corresponden a un delito de abuso de confianza que está excluido del amparo y por tal razón, objeta la reclamación, negando cualquier pago que se pretenda por “la pérdida parcial hurto” (folios 30 a 32, C 1).

10.6 El Secretario de Tránsito y Transporte Municipal de Santa Rosa de Cabal, certificó que el vehículo objeto del contrato de leasing figura como de propiedad de la señora María Orozco Cardona desde el 14 de marzo de 2013, quien lo adquirió por traspaso que le hizo Leasing Bancolombia SA. (folios 33 a 35, C 1). 
10.7 En el interrogatorio absuelto por el representante legal de la entidad demandante expresó que el demandado canceló de manera oportuna las cuotas a que estaba obligado, hasta cuando se produjo el hurto del vehículo.
11. Surge de tales pruebas que el demandado dejó de atender el pago de las obligaciones a su cargo, una vez se produjo el hurto de la volqueta objeto del contrato de arrendamiento financiero.

En los contratos, incluidos los de arrendamiento financiero leasing, prima la voluntad de las partes, sin que alguna pueda desconocer los términos del pacto, fin este que solo puede alcanzarse con el acuerdo de quienes lo suscribieron, o cuando por causas legales se declare su resolución o anulación. En consecuencia, mientras no se produzca alguna de tales situaciones, quienes concurrieron a su celebración deben cumplirlo en los términos convenidos. Así se rinde tributo al artículo 1602 del Código Civil, según el cual, “Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales”.  

De acuerdo con ese precepto, el vínculo que nace de la voluntad de las partes, impide que una de ellas pueda desconocer válidamente los términos del pacto. Por tanto, como el contrato que suscribió con la sociedad demandante no ha sido resuelto y tampoco anulado, no podía el ejecutado dejar de pagar el valor de la renta con los argumentos de que el vehículo que recibió de la entidad demandante fue objeto de un ilícito, pues en tal evento le corresponde responder por los costos de reposición por pérdida, como se convino en el numeral 14 literal b) del respectivo convenio, así la compañía con la que suscribió el contrato de seguro para protegerlo del riesgo de hurto hubiese objetado la reclamación, lo que también se convino, como puede leerse en el numeral 17 del documento mencionado.
Y en esas condiciones, también estaba facultada la entidad demandante para llenar el pagaré que en blanco suscribió el demandado, de acuerdo con el numeral 11 del contrato a que tantas veces se ha hecho referencia, en el que se acordó que serviría como garantía para el pago de los cánones o los gastos que de acuerdo con ese contrato estén a cargo del locatario. Este, de otro lado, no discutió que se hubiese llenado con desconocimiento de las instrucciones otorgadas.

Por tanto, ninguna de las excepciones propuestas por el demandado, que como se vio se fundamentaron en unos mismos hechos, estaba llamada a prosperar.

12. Para la Sala no tienen acogida los argumentos que planteó el apoderado que lo representa, porque aceptarlos desconocería el principio que consagra el artículo 1602 del Código Civil, pues aunque venía cumpliendo sus obligaciones, dejó de hacerlo cuando el vehículo fue objeto de una conducta penal y para eso no estaba facultado de acuerdo con el convenio celebrado con la parte demandante y aunque esta haya dejado de ejercer acción alguna para el restablecimiento del derecho a que alude, en el sentido de obtener que ese bien volviera a estar inscrito a su nombre, porque esa no fue una obligación que haya asumido. Además, de acuerdo con las pruebas recogidas, la compañía aseguradora objetó la reclamación que le hizo el demandado en razón a que el automotor fue objeto de un abuso de confianza y no de un hurto, mas no porque figure a nombre de un tercero.

Además, hay plena armonía entre el título valor y el contrato de leasing que fue el negocio subyacente alegado.

13. La Sala estima que tiene razón el impugnante porque como se ha visto, el pagaré que sirvió de fundamento a la ejecución sí reúne los requisitos de un título ejecutivo y como el demandado dejó de cumplir las obligaciones que voluntariamente aceptó en el contrato de leasing, estaba facultada la parte demandante para llenar el pagaré que en blanco y con carta de instrucciones aceptó el demandado, sin que haya sido objeto de controversia los términos en que fue completado.

14. En consecuencia, se revocará el fallo de primera instancia. En su lugar, se ordenará seguir adelante la ejecución en la forma dispuesta en el auto que libró mandamiento de pago; se dispondrá que en su oportunidad, se practique el avalúo y posterior remate del bien embargado y de los que posteriormente se llegaren a embargar, y practicar la liquidación del crédito; las excepciones de fondo propuestas se declararán no probadas.
La parte demandada será condenada a pagar las costas causadas en ambas instancias, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso por el juzgado de primer grado, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley
F A L L A:
1º REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 27 de marzo de 2017, en este proceso ejecutivo que Leasing Bancolombia SA Compañía de Financiamiento inició frente al señor Germán Darío Cadavid Muñoz. 

2º Se ordena seguir adelante la ejecución, en la forma dispuesta en el auto que libró la orden de pago.

3º Practíquese en la oportunidad debida, el avalúo y posterior remate del bien embargado en este asunto y de los que posteriormente sean objeto de esa misma medida; además, la liquidación del crédito.
4º Se declaran no probadas las excepciones de fondo propuestas por el demandado.
5º. Este pagará el valor de las costas causadas en ambas instancias, a favor de la parte demandante, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso, por el juzgado de primer nivel, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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